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En reunión histórica 
EL DIARIO 25-10-2006

Asalariados y cooperativistas crearán nueva empresa minera
• Una comisión de 14 representantes tamizará listas de ambos sectores.
• Convenio será firmado mañana en Huanuni en la plaza Fermín López.
Oruro, (EL DIARIO).- En reunión calificada de “histórica y de unidad”, mineros cooperativistas y asalariados acordaron, anoche, formar una nueva empresa minera en Huanuni, con una inversión que garantice el Gobierno para que la misma sea productiva y sostenible. 
Entre las principales conclusiones del encuentro se acordó la organización de una comisión para que realice el trabajo de “tamizaje” de las listas que serán presentadas tanto por los cooperativistas y los asalariados. Dicha comisión integrada por 14 representantes, siete de cada sector, iniciará su trabajo hoy desde las 14:00 horas en ambientes de la Comibol y su labor será por tiempo y materia para definir con cuántos trabajadores empezará su labor la nueva empresa minera de Huanuni. 
Asimismo, ambos sectores ratificaron que el mencionado trabajo se efectuará basándose en la Ley General del Trabajo y la Seguridad Social. Los jubilados deberán elegir entre ser trabajadores o rentistas y sólo uno por familia podrá desempeñar funciones. 
Al respecto, el ministro Guillermo Dalence, con bastante satisfacción, expresó su alegría porque logró que ambos sectores lleguen a este acuerdo y destacó la predisposición de los cooperativistas mineros de renunciar a su identidad y formar una sola familia con los asalariados. 
El ministro Álex Gálvez dijo que el gobierno de Evo Morales garantiza la estabilidad laborar de los trabajadores y por ello el 1 de mayo derogó el artículo 55 del DS 21.060. 
Prudencio Pacheco dirigente de los cooperativistas, muy emocionado, confirmó la creación de una nueva empresa minera en Huanuni que sea rentable y sostenible; mientras que el dirigente de los sindicalizados Jorge Vilca pidió al Gobierno garantizar una inversión acorde a la nueva empresa con un estudio técnico económico dentro una nueva política minera del Estado. 
La firma del convenio a pedido de ambos sectores se realizará mañana jueves en la plaza Fermín López de la localidad de Huanuni frente a la población.
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La banca y la gente se devuelven la confianza y el sistema despega 
 

La Razón 23-10-06
 

Las cifras destacan y el 2005 será el mejor de los últimos años. Hasta el 13 de octubre los ahorros del público subieron en 168 millones de dólares, mientras los créditos aumentaron en 116 millones. Las exportaciones también juegan un rol importante. Incertidumbre, retiros, rumores, en fin. En los últimos cuatro años la banca nacional tuvo que superar una serie de pruebas, todas ajenas, pero aquí está, con las cajas y las bóvedas llenas. 

Ver las cifras llena los ojos de satisfacción de propios y extraños. Hasta el 13 de octubre de este año los depósitos en la banca, es decir el dinero que la gente ahorra, crecieron en 168 millones de dólares, poco más del seis por ciento. 

Pero el crecimiento es de ida y vuelta. La cartera, es decir, el dinero que la banca entregó a la gente, llámese empresas, microempresas o simplemente personas particulares, también subió en 116 millones de dólares. Por si fuera poco, el público comenzó a pagar más y puntualmente sus créditos bajando la mora del 11,3 al 10,5 por ciento y la liquidez, o sea la plata que los bancos tienen lista en sus cajas y bóvedas, está cerca de los 1.300 millones de dólares.

¿Cómo se explica este buen momento de la banca? Una buena parte tiene que ver de forma directa con el crecimiento de la economía (4,5%), que tiene su puntal en las exportaciones que este año estarán cerca de los 3.500 millones de dólares, todo un récord.

Sin embargo, otra parte importante de este repunte tiene que ver, sin lugar a dudas, con la confianza que la gente retomó en los bancos y viceversa, con un cambio de actitud de la banca que ahora también deposita su fe en la gente, especialmente en algunos sectores productivos. Así piensan tres hombres fuertes del sector.

´En realidad hay un fenómeno interesante. Yo hablaría de la confianza recíproca´, señaló a este medio Marcelo Montero, gerente general de la Asociación de Bancos Privados de Bolivia (Asoban).

Lo que pasó es que en los últimos cuatro años, cuando menos, la banca tuvo que soportar hasta cuatro momentos duros, cuando por cuestiones políticas o sociales la gente se llenó de temor y acudió a retirar sus ahorros. 

Pero los bancos aguantaron con fortaleza estos sustos, lo que fue una señal para la gente de que está frente a un sistema sólido y solvente que le da todas las garantías que necesita, señaló también Juan Carlos Salaues, vicepresidente ejecutivo del Banco Mercantil, entidad que ya consolidó su fusión con el ex Banco Santa Cruz. 

Entonces, ´con todos los esfuerzos que hemos hecho y después de superar las constantes crisis políticas y sociales del país, creemos que hemos recuperado la confianza de la gente´, dijo también Patricio Garrett, gerente nacional de productos del Banco Nacional de Bolivia. 

La gente entendió que los problemas que vivió el país eran más de tipo político o social, y que no son problemas de los bancos, y por tanto, ´esperamos que ya no se produzcan retiros y, al contrario, esta confianza vaya creciendo´, añadió Montero.

Pero la banca también quiere volver a creer en los bolivianos. Durante años y producto de la larga crisis económica de finales de los años 90 y principios de los 2000, la cartera, es decir los créditos que la banca da a la gente se estancaron o se fueron al descenso.

En sistema tenía recursos, pero no lograba colocarlos, menos en el sector productivo.

Hoy la cartera comienza a recuperar, como una señal también de que la banca está cambiando y quiere confiar más en la población.

Las entidades modificaron sus sistemas de entrega de créditos; ahora, más que una garantía inmueble, como una casa o un terreno, a la hora de entregar un crédito pesa más la capacidad de pago del cliente. Este cambio posibilitó que más gente pueda comenzar a trabajar con los bancos.

´Ahora cambiamos y hacemos más ágil y más real la forma de entregar créditos, basados más en la fuente de repago´, señaló Garrett del BNB.

Pero las entidades bancarias no se quedarán de brazos cruzados y harán todos los esfuerzos por retribuir de mejor manera la confianza que la gente deposita en ellos. ´Yo estoy seguro, como que ya lo están haciendo, que los bancos todos están trabajando en nuevos productos y en mejores tasas para atender cada día de mejor manera a nuestros clientes y recibir a los nuevos´, señaló Juan Carlos Salaues del Banco Mercantil.

Así, de la mano de la confianza, gana la banca y gana la gente y se podría lograr lo que durante tanto tiempo se añoró, que la banca apoye de forma más efectiva al sector productivo del país, en este caso, incluidas las pequeñas y medianas empresas. 

Para que esta nueva relación se haga cada día más grande, los bancos esperan que de una vez por todas, de la mano del buen contexto internacional y las exportaciones, la economía del país se reactive y el mercado interno se mueva. 

´El empresario ha comenzado a dar un giro. Se ha encaminado a aquellas actividades que son rentables, competitivas, que tienen un futuro y que están exportando. Éstas generan un círculo virtuoso en Bolivia y eso es lo que debemos apoyar´, señaló Montero.
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HUANUNI

LA MINA QUE DESAFIÓ AL 21060
Magdalena Cajías de la Vega
Huanuni aun llora sus muertos, mientras la mayor parte de la población boliviana todavía no termina de comprender las causas profundas que provocaron la dolorosa confrontación de la pasada semana entre dos sectores de trabajadores del subsuelo, cooperativistas y asalariados.  Aunque el conflicto desatado tuvo como única virtud el de haber permitido que comience a salir a luz una compleja realidad que estaba ahí desde hace mucho tiempo pero que nadie la quiso ver, será necesario que cuanto antes se llegue al fondo del problema y se busquen las mejores soluciones.

El conflicto, como se sabe, enfrentó a dos mundos, dos lógicas de trabajo, dos realidades, dos perspectivas; sin embargo, en este artículo queremos concentrarnos en uno de ellos, el sector asalariado, que desde mediados de la década de los ochenta desarrolló una denodada lucha por mantener abierta la mina, reestructurar a la empresa, resguardar sus fuentes de trabajo y mantener vivas sus organizaciones sindicales, habiendo, finalmente, logrado desafiar al 21060.

Así, cuando COMIBOL dictó el D.S 21377, el mismo 29 de agosto de 1986 en el que la Marcha por la Vida fue intervenida por el ejército, se dio con él la estocada final a la minería nacionalizada -proceso iniciado con el D.S. 21060 de un año antes en el que, entre otras cosas, se determinó la "relocalización" (despido) de miles de obreros asalariados de las minas- al determinarse el paulatino cierre de sus empresas, algunas de las cuales continuaban abiertas pese a todas las dificultades.

Desde ese momento se inició un proceso que cambió radicalmente a la minería boliviana.  Una de las transformaciones más profundas fue el hecho de que si para 1980 la comercialización de minerales producidos por las empresas de COMIBOL representaba más o menos el 60 por ciento de las exportaciones bolivianas, para fines de la década de los noventa, sólo representaba el 5 por ciento de éstas.

Un segundo cambio trascendental en la economía minera fue que mientras prácticamente desaparecía la minería estatizada, la minería privada, llamada comúnmente "minería mediana", se fortaleció e incluso algunas minas desahuciadas por COMIBOL luego fueron entregadas a empresas privadas nacionales y extranjeras.

Así, si en 1980 la producción de COMIBOL representaba el 73 por ciento del total de la producción de minerales en Bolivia y la privada representaba el 37 por ciento; en 1997, el 94 por ciento de la producción era privada y sólo el 6 por ciento correspondía a la minería estatal.

En tercer lugar, la minería dejó de ser una prioridad para el Estado, a diferencia de lo que había ocurrido a lo largo del siglo XX.  Esta perspectiva gubernamental influyó decisivamente en las marchas y contramarchas, en las ambigüedades permanentes para impulsar la reactivación minera y en errores gravísimos -algunas veces producto de intereses poco claros- al momento de definir la continuidad o no del trabajo minero en una determinada mina.

En cuarto lugar, la demanda de los minerales tradicionales (estaño, plata, zinc), que continuó su caída a lo largo de la década de los noventa, provocó la supremacía de otros minerales, principalmente el oro.  En el período 1990-97 la producción de estaño disminuyó de 2.804 a 1.766 toneladas métricas finas (TMF) y la de zinc de 10.051 a 7.265 TMF, tomando en cuenta que la mayor caída de la producción ya se había producido a fines de la década de los ochenta. Mientras, el precio del estaño descendió hasta un poco más de 2 dólares la libra fina, cuando los cálculos indicaban que sólo con un nivel de 3 dólares la libra fina se podía seguir explotando estaño sin grandes pérdidas.

Ahora bien, luego de aprobado el Vds. 21377 de 1986, COMIBOL  mantuvo todavía durante un tiempo, bajo su dirección, a las siguientes minas de estaño: en el departamento de La Paz, Colquiri, Viloco y Caracoles; en el de Oruro, Huanuni, Bolívar, Santa Fe, San José, Machacamarca y Catavi; en Potosí, la empresa minera Quechisla, que agrupaba a las minas de San Vicente, Chorolque, Tatasi, Ánimas, Telamayu y Tasna, además, en la capital de ese departamento, a la Empresa Minera Unificada.

Asimismo, la Planta Industrial de Oruro, la planta Río Yura y la más grande fundición boliviana ubicaba en la localidad de Vinto, continuaban en actividad, mientras que las plantas de Pulacayo, La Palca y Karachipampa ya estaban paralizadas.

Sin embargo, en la mayoría de estos centros mineros sólo trabajaban unas decenas de obreros, encargados principalmente del cuidado de las maquinarias e instalaciones mineras, habiéndose reducido el total de obreros de la COMIBOL de aproximadamente 27.000 en 1985, a 1.479 para inicios de esa década.  Sólo las minas de Huanuni y Colquiri, que contaban entre ambas con 980 trabajadores mineros, estaban produciendo estaño para la exportación.

En los siguientes años, en medio de numerosos conflictos con los trabajadores y con las poblaciones mineras que aun permanecían en sus distritos, COMIBOL fue cerrando una mina tras otra hasta quedarse sólo con aquellas que consideraba tenían algún potencial económico para el futuro.  Huanuni fue una de las tres minas escogidas para seguir operando, dado la abundancia y riqueza de su mineral.

El proceso fue lento y doloroso y, a lo largo de la década de los noventa, el Estado boliviano implementó variadas políticas mineras que, en conjunto, siguieron fielmente las orientaciones globales del 21060, así como de los grandes organismos financieros internacionales, como del Banco Mundial (BM) y del Fondo Monetario Internacional (FMI).

Veamos algunos hitos fundamentales de ese proceso:

El 13 de enero de 1990, un nuevo Decreto Supremo, el 22408, autorizó a COMIBOL a arrendar concesiones mineras y firmar contratos de riesgo compartido, mediante la constitución de sociedades de economía mixta y la suscripción de todo tipo de contratos para prestación de servicios, asociación accidental, riesgo compartido, operación y otros.

En ese contexto, el Banco Mundial intervino de manera decisiva.

En un principio, prometió al gobierno boliviano la suma de 6.3 millones de dólares - de 35 millones solicitados- para proyectos polimétalicos que debían sustituir a la producción de estaño, ya que en gran parte de las minas estañíferas existen también otros minerales que pueden competir en el mercado mundial.  De ese monto global, Huanuni, que seguiría explotando estaño como empresa estatal, recibiría 3.2 millones para compra de repuestos, equipo y maquinaria y la profundización de los cuadros (vetas mineras).

Sin embargo, muy pronto cambió de parecer, planteando que la COMIBOL debía desprenderse definitivamente de todas sus minas y convertirse en una entidad intermediaria para la llegada a Bolivia de empresas extranjeras que exploten las minas escogidas como aun viables.

De esa manera, el Plan Quinquenal aprobado en octubre de 1990 por COMIBOL para la reactivación minera en San José, Viloco, Santa Fe, Huanuni, Caracoles, Unificada, San Vicente y otras minas chicas, fue sustituido por un plan de privatizaciones que contó con el beneplácito y el respaldo de los organismos financieros internacionales.

A partir de ese momento, se determinó nuevos despidos de obreros, jubilaciones forzadas, reubicación de personal burocrático y, sobre todo, hacer los mayores esfuerzos posibles para captar inversión extranjera y estudiar distintas formas para llevar adelante modalidades de traspaso de minas al sector privado.

El documento que sustituyó al Plan Quinquenal y que fue elaborado por el Ministerio de Minería y Metalurgia, ya no por COMIBOL,  propuso "como estrategia a mediano plazo la readecuación de la industria minero-metalúrgica estatal y privada a las nuevas condiciones económicas internas y externas, la eliminación total del intervencionismo estatal, la atracción de capitales de riesgo, la implementación de nueva tecnología y de una capacidad empresarial eficiente mediante la formación de asociaciones empresariales mixtas entre empresas mineras estatales y privadas" (Presencia, 22 de enero de 1990: pág.1).  Además, COMIBOL fue descentralizada en cinco empresas subsidiarias, dotada cada una de ellas de personalidad jurídica propia y autonomía de gestión.

Bajo esa política, hasta principios de 1994 fueron definitivamente cerradas las minas de San José, Viloco, Japo, Morococala, Santa Fé, Quechisla, Unificada, Corocoro, Siglo XX y uno de los más grandes ingenios del país: Machacamarca, a pesar de las protestas no sólo de la debilitada Federación de Mineros, de la COB y de los disminuídos sindicatos mineros, sino también de las organizaciones cívicas de los departamentos mineros de Oruro y Potosí profundamente golpeados por la crisis minera.  

Paralelamente se aplicó la disposición de arrendar a cooperativas integradas por ex-trabajadores mineros, minas como Siglo XX, Catavi, Japo, Morococala y Colquechaca, todas ellas prácticamente agotadas y con muy pocas posibilidades de recuperarse. En Huanuni ingresaron tres nuevas cooperativas: "La Salvadora", "Playa Verde" y "Relaveros Libres", además de que "Karazapato", presente en la mina desde 1961, recibió decenas de nuevos socios.

Por otro lado, Huanuni, considerado el principal centro productor de estaño en el mundo, con una capacidad para producir 1.000 toneladas métricas diarias de mineral y reservas accesibles "positivas" de 370.327 toneladas métricas brutas, continuó en operaciones y, desde junio de 1993, COMIBOL implementó un  "Plan de Emergencia" para esa mina, con la meta de producir 380 toneladas finas de estaño y aumentó, aunque no significativamente, el número de trabajadores en ese distrito.  Sin embargo, la idea era que permanezca en COMIBOL sólo temporalmente. 

Así, junto a los yacimientos argentoestañíferos de San José, Chocaya, Tasna, Tatasi, Catavi y Caracoles, así como las plantas metalúrgicas de Oruro, Pulacayo y Catavi, Huanuni fue licitada.

El plan de privatizaciones fijó inicialmente que COMIBOL conservaría para sí el control de la fundición de estaño y antimonio de Vinto, la más importante del país, aunque poco después se cambió de parecer.

Los trabajadores de Huanuni, que durante los primeros años de la década de los noventa mantuvieron abierta la mina con enormes sacrificios, decidieron impedir a toda costa que la empresa sea privatizada y emprendieron una serie de movilizaciones que contaron con el respaldo de la Federación de Mineros y de organizaciones cívicas del departamento de Oruro.

Paralelamente, la COMIBOL seguía enfrentando graves problemas, como un flujo de caja negativo que, para 1993, bordeaba los 23 millones de dólares, una producción marginal de alrededor de 2.000 toneladas diarias de concentrados, frente, por ejemplo,  a las 15.000 o más toneladas diarias de una empresa privada, Inti Raymi, y con más de 100 millones de dólares en materiales y equipos sin uso ni beneficio alguno por la paralización de la mayor parte de sus operaciones.

Esas realidades sirvieron de argumento esgrimido fehacientemente por el gobierno para insistir en su política de privatización, para desechar todos los estudios y propuestas elaborados por la Federación de Mineros y entidades cívicas que planteaban reactivar la minería estatizada, y para terminar imponiendo sus criterios.

A mediados de 1994 ya sólo quedaban tres empresas con trabajadores productivos bajo la administración de COMIBOL: Huanuni, productor de estaño; Colquiri, productor de estaño y zinc; Caracoles, productor de estaño; así como las plantas  hidroeléctricas de Río Yura e Industrial de Oruro y la Fundición de Vinto.  En los siguientes dos años, el número de empresas mineras extranjeras en Bolivia ascendió de 18 a 37 compañías que operaban en la exploración y explotación, las que ingresaron al país bajo el amparo de la Ley de Capitalización dictada en 1994 por el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada.

A mediados de 1995, el precio del estaño a nivel internacional consiguió una leve mejoría, alcanzando a 3.15 dólares por libra fina, considerando que en 1992 la cotización cerró en 2.76; en 1993 en 2.38; en 1994 en 2.40 y 2.72; y que a principios de 1995 alcanzó a 2.93 dólares la libra fina, situación que motivó al gobierno a intensificar la búsqueda de compradores o "capitalizadores" para las tres grandes minas que quedaban en COMIBOL.

Para lograr ese objetivo, en febrero de 1996, decidió poner a la venta las fundiciones de estaño, antimonio y plomo-plata que estaban a cargo de la Empresa Metalúrgica Vinto (EMV), que fueron ofrecidas "en paquete", junto a las minas de Huanuni (7.279 toneladas de concentrados de estaño con 505 trabajadores), Caracoles (1.406 toneladas de concentrados de estaño con 184 trabajadores) y Colquiri (6.287 de toneladas de concentrados de estaño con 484 trabajadores).

En relación a Huanuni, se estableció que para su plena recuperación se requería de por lo menos 14 millones de dólares de inversión a través de la modalidad de "joint venture" o riesgo compartido.  Los términos de referencia para su venta incluyeron la verificación de reservas y recursos minerales, el desarrollo de reservas, el rediseño de la mina y un plan de explotación racional y mecanizado.  Además, el rediseño y optimización de los procesos de concentración y recuperación metalúrgica y la introducción del control automatizado y computarizado de las operaciones.

Complementariamente, el 18 de marzo de 1997, Sánchez de Lozada promulgó el nuevo Código de Minería previamente aprobado por el Congreso Nacional. En el establecían las siguientes acciones a seguir en el futuro inmediato: "promoción de inversiones, exploración geológica, modernización del catastro minero y difusión de normas tributarias y ambientales". Además, Bolivia daba "plena seguridad jurídica y técnica a los titulares de derechos mineros" y "seguridad tributaria basada en un régimen fiscal universal, estable, equitativo e internacionalmente competitivo" (Código de Minería, Gaceta Oficial, 1997). 

El proceso de calificación de ofertas se postergó en varias oportunidades y junto a Huanuni, Colquiri y la Fundición de Vinto, se ofreció el Cerro Rico de Potosí, en sustitución de la mina de Caracoles, que fue la última en ser cerrada. Algunas pocas empresas de Inglaterra, Brasil, Perú y Bolivia expresaron su interés por participar en el proceso.  En relación a Bolivia, COMSUR, empresa del ex Presidente Gonzalo Sánchez de Lozada, buscó adjudicarse Huanuni y Vinto.
Finalmente, a mediados de diciembre de 1999, estos dos centros mineros fueron adjudicados a una compañía londinense denominada Allied Deals, que ofertó 27.8 millones de dólares por ambas, superando la oferta de 20.7 millones de Comsur-CDC que, al final, tuvo que conformarse con la concesión de la mina Colquiri, por la que ofreció invertir en los dos primeros años dos millones de dólares y el 3.5 por ciento de las ganancias netas. Nadie mostró interés por el Cerro Rico, que pasó a ser explotado en pésimas condiciones por miles de cooperativistas mineros.

Sin embargo, en enero del año 2000, se supo que el Estado boliviano sólo recibiría en efectivo 14.7 millones de dólares de la empresa inglesa Allied Deals siendo que, sólo en equipos, materiales y estaño acumulado, Huanuni sola tenía un valor comprobado de 15 millones de dólares.

A partir de marzo del año 2000, Allied Deals comenzó a explotar Huanuni y prometió invertir hasta el primer trimestre de 2002 10.2 millones de dólares con el objetivo de introducir tecnología de punta.  Además, aseguró que lograría un aumento de reservas mineras, construiría una rampa, ampliaría el ingenio de Santa Elena, cuidaría el medio ambiente e implementaría otras medidas positivas.

Sin embargo, luego de dos años de funcionamiento, a más de disminuir radicalmente los salarios de los 800 trabajadores, eliminar completamente algunos beneficios sociales con los que aun contaban (como salud, educación y pulperías baratas), descuidar la seguridad industrial e intensificar bruscamente la disciplina laboral, Allied Deals no cumplió con los términos del contrato de riesgo compartido habiendo invertido apenas dos millones de dólares.

Más grave que eso fue que, a principios del año 2002, se conoció que la empresa matriz en Londres, ahora denominada RBG, estaba en total bancarrota, y que había arrastrado en su crisis tanto a Huanuni como a la Fundición de Vinto.  Después de algunas dubitaciones y principalmente por la presión de los trabajadores, COMIBOL decidió intervenir Huanuni a mediados de ese año y ofertar inmediatamente Vinto, que fue adjudicada a la empresa boliviana COMSUR.

Aunque COMIBOL señaló que el Código de Minería le impedía administrar Huanuni por lo que se realizaría una nueva licitación, esta vez, los trabajadores mineros y un amplio movimiento departamental que incluyó a numerosas organizaciones sociales y cívicas orureñas, la obligó a quedarse en Huanuni. La intervención de la mina se produjo en junio del año 2002 y actualmente permanece en esa situación.

Las deudas dejadas por la empresa inglesa -nunca recuperadas por COMIBOL- afectaron seriamente su funcionamiento pero la mejoría de los precios del estaño y, sobre todo, la inquebrantable decisión de los trabajadores, permitió que Huanuni tenga una importante actividad productiva y aporte al estado boliviano.

Nada esto hubiese sido posible sin la lucha incansable de sus aproximadamente 1.000 trabajadores. Sus sacrificios no tuvieron la recompensa esperada; al contrario, los problemas internos provocados por las políticas mineras aplicadas desde 1985, provocaron las dolorosas consecuencias que estallaron hace una semana ante la mirada atónita de la sociedad boliviana.

Los trabajadores mineros asalariados de Huanuni merecen que se haga justicia con ellos y ni los sectores gubernamentales ni la población puede olvidar que ellos no sólo defendieron contra viento y marea la desnacionalización de la mina, sino que junto a sus compañeros de otras minas y a la otrora poderosa FSTMB fueron artífices centrales de la democracia que hoy gozamos y siempre estuvieron presentes en momentos decisivos de la historia nacional, como en octubre de 2003.
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